COMISION / ESPANA

CONCLUSIONES DEL ABOGADO GENERAL
SR. ANTONIO SAGGIO

presentadas el 25 de junio de 1998 °

1. Mediante un recurso interpuesto con arre-
glo al articulo 169 del Tratado CE, la Comi-
sién solicita al Tribunal de Justicia que
declare que el Reino de Espaiia ha incum-
plido las obligaciones que le incumben en
virud del Tratado y de la Directiva
76/464/CEE del Consejo, de 4 de mayo de
1976, relativa a la contaminacién causada por
determinadas sustancias peligrosas vertidas
en el medio acudtico de la Comunidad ! (en
lo sucesivo, «Directiva»).

En particular, la Comisién imputa al Reino
de Espafia el no haber adoptado ni haber
comunicado los programas de reduccién de
la contaminacién respecto a las sustancias de
la lista IT anexa a la Directiva, como prevé el
articulo 7 de ésta.

Marco normativo

2. La Directiva, cuyo incumplimiento la
Comisién reprocha en este y en otros proce-
dimientos, representa uno de los primeros
actos adoptados por la Comunidad para el

* Lengua original: italiano.
1 — DO L 129, p. 23; EE 15/01, p. 165.

establecimiento de una politica en materia de
medio ambiente, en ejecucién del Primer
Programa de Accién de la Comunidad Euro-
pea en materia de Medio Ambiente. 2

Con ¢l objetivo de garantizar una eficaz pro-
teccién del medio acuético, que comprende
las aguas interiores superficiales, las aguas
marinas territoriales, las aguas interiores del
litoral y las aguas subterrineas, 3 la Directiva
establece dos categorfas de sustancias peli-
grosas, enumeradas en las listas anexas a la
misma Directiva.

3. La primera categoria comprende sustan-
cias, indicadas en la lista I, particularmente
peligrosas debido a su toxicidad, persistencia
y bioacumulacién. La contaminacién provo-
cada por tales sustancias debe ser eliminada.
Para ello, segiin expresa el articulo 6 de la
Directiva, el Consejo adoptari valores limite
que las normas de emisién previstas en cada
autorizacién individual de vertido no
deberin superar.

2 — El Programa se publicé como anexo a la Declaracién del
Conscjo de las Comunidades Europeas y de los representan-
tes de los Gobiernos de los Estados miembros reunidos en el
seno del Conscjo de 22 de noviembre de 1973 (DO 1973,
C 112, p. 1; EE 15/01, p. 7).

3 — Véase el apartado 1 del articulo 1 de la Directiva.
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La segunda categoria comprende sustancias,
indicadas en la lista I, cuyo efecto perjudi-
cial sobre el medio acudtico puede limitarse a
una determinada zona y depende de las
caracteristicas de las aguas receptoras y de su
localizacién. La clasificacién de las sustancias
en la lista II responde a dos criterios. Por un
lado, la lista II comprende sustancias indivi-
duales y grupos de sustancias que forman
parte de las categorias y grupos de sustancias
especificamente enumerados en la propia
lista. Por otro lado, dicha lista comprende,
ademds, las sustancias que forman parte de
las categorfas y grupos de sustancias de la
lista I para las que no se hayan determinado
los valores limite previstos en el articulo 6 de
la Directiva. Segtin las afirmaciones de la
Comisién, que no han sido discutidas por el
Estado demandado, existen noventa y nueve
sustancias que pueden pertenecer a la lista I,
pero sometidas al régimen de las sustancias
de la lista II, al no haberse determinado los
correspondientes valores limite.

4, Para reducir la contaminacién provocada
por las sustancias de la lista II, la Directiva,
y, en particular, su articulo 7, impone a los
Estados miembros la obligacién de establecer
«programas» que contengan unos <objetivos
de calidad» para las aguas; tales objetivos
deberin respetar las Directivas mis detalla-
das o sectoriales que, en su caso, haya adop-
tado el Consejo. La determinacién de los
objetivos de calidad debe efectuarse tomando
en consideracién los progresos técnicos més
recientes econémicamente viables. La ejecu-
cién del programa deberi tener lugar dentro
de los plazos que el propio programa esta-
blezca. En particular, la ejecucién se produ-
cirdi mediante la elaboracién de normas de
emisién por parte de las autoridades compe-
tentes estatales, en funcién de los objetivos
de calidad establecidos en los programas.
Cualquier vertido perteneciente al 4mbito de
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aplicacién de la Directiva deberd ser autori-
zado previamente, sefialindose la norma de
emisién.

5. El apartado 6 del articulo 7 de la Directiva
prevé la obligacién de comunicar los progra-
mas a la Comisién, que debe organizar regu-
larmente una confrontacién de éstos con el
fin de garantizar que su ejecucién esté sufi-
cientemente armonizada. Para ello, siempre
que lo estime necesario, la Comisién deberi
presentar propuestas al Consejo. 4 El interés
por las exigencias de armonizacién de las
normas nacionales en la materia se justifica
con la consideracién de que la discrepancia
entre las disposiciones nacionales relativas al
vertido de sustancias peligrosas en el medio
acuitico «puede crear unas condiciones de
competencia desiguales y tener, por ello, una
incidencia directa en el funcionamiento del
mercado comiin».

Por lo tanto, la Directiva no sélo constituye
un primer paso hacia una mejor proteccién
del medio ambiente en la Comunidad, sino
que representa, ademis, una contribucién al
establecimiento y funcionamiento del mer-
cado interior, de forma que su adopcién se
apoya en una doble base juridica: el articulo
100 y el articulo 235 del Tratado. ¢

4 — Véase el apartado 7 del articulo 7 de la Directiva.

5 — Véase el tercer considerando de la Directiva.

6 — En este sentido, véanse las conclunoncs del Abogado Gene-
ral Sr. Tesauro de 26 de junio de 1997, Comisién/
Luxemburgo (C-206/96, Rec. 1998, pp. I-3401 y ss., especial-
mente, p. [-3403), punto 13.
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6. La Directiva no preveia ningiin plazo de
¢jecucién. Sin embargo, en un escrito de 3 de
noviembre de 1976, la Comisién propuso a
los Estados miembros considerar el 15 de
septiembre de 1981 fecha limite para comu-
nicar los programas de reduccién de la con-
taminacién provocada por las sustancias de la
lista II. Los Estados miembros no formula-
ron objeciones al respecto.? En virtud del
articulo 395 del Acta relativa a las condicio-
nes de adhesién del Reino de Espafia y de la
Repiiblica Portuguesa y a las adaptaciones de
los Tratados,8 el Reino de Espaiia deberia
haber adaptado su Derecho interno a las dis-
posiciones de la Directiva para el 1 de enero
de 1986.

Procedimiento

7. Mediante escritos de 26 de septiembre de
1989 y de 4 de abril de 1990, al no haber
recibido comunicacién alguna de las autori-
dades espafiolas acerca de la adopcién de los
programas de reduccién de la contaminacién
provocada por las sustancias de la lista II, la
Comisién pidié al Estado demandado infor-
macidn, primero respecto a todas las sustan-
cias de la lista II y, posteriormente, respecto
a las noventa y nueve sustancias pertenecien-
tes a la lista I pero sometidas al régimen de
las sustancias de la lista II por no haberse
determinado los valores limite segiin prevé el
articulo 6 de la Directiva.

7 — Véase la sentencia de 11 de junio de 1998, Comisién/
Luxcmburgo, citada en la nota 6 supra, apartado 7.

8 — Acta adjunta al Trarzdo de Adhesién del Rcmo de Espafia y
de la Reptbli a las Con des Europeas
(DO 1985 L 302, p 23)

8. A falta de respuesta del Gobierno espaiiol,
la Comisién envié un primer escrito de
requerimiento, de fecha 19 de diciembre de
1990, en el que imputé la existencia de un
incumplimiento de las obligaciones derivadas
del articulo 7 en relacién tanto con las sus-
tancias enumeradas en la lista II como con
las noventa y nueve sustancias antes mencio-
nadas, respecto a las cuales la Comisién con-
sideraba particularmente grave el incumpli-
miento del Gobierno espaiiol.

Las autoridades espafiolas comunicaron su
respuesta a [a Comisién mediante un escrito
de 23 de julio de 1990 que no llegé nunca a
los servicios competentes de la Comisién y
que fue nuevamente enviado por carta de 29
de enero de 1991. En resumen, las autorida-
des espafiolas admitian, en tal comunicacién,
que los programas previstos en el articulo 7
de la Directiva estaban siendo elaborados por
las Confederaciones Hidrogrificas y, por
consiguiente, ain no habfan sido adoptados
ni para las sustancias de la lista II, ni para las
noventa y nueve sustancias a las que se
referfa el escrito de requerimiento. Por lo
que respecta a la reduccién de la contamina-
cién marina causada por las sustancias peli-
grosas, la Administracién espaiiola afirmaba
que la adopcién de los programas es compe-
tencia de las Comunidades Auténomas. Sin
embargo, el mismo escrito hacia constar la
existencia de numerosos estudios y planes de
saneamiento, elaborados o en fase de elabo-
racién y relativos a diversas zonas del terri-
torio y de las costas espaiiolas.

9. La Comisién, mediante escrito de reque-
rimiento complementario del anterior y
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fechado el 30 de noviembre de 1993, pidié
nuevamente al Gobierno espafiol que comu-
nicara sus observaciones sobre la elaboracién
y la ejecucién de los programas previstos en
el articulo 7 de la Directiva, adjuntando, ade-
mis, la lista de las noventa y nueve sustancias
pertenecientes a la lista I, pero sometidas al
régimen de las sustancias incluidas en la
lista II. .

El Gobierno espafiol replicé formulando, en
fecha 3 de marzo de 1994, una serie de obser-
vaciones. En primer lugar, las autoridades
espafiolas sefialaban la existencia de proyec-
tos de directrices para cada cuenca hidrogri-
fica (norte de Espafia, Duero, Tajo, Gua-
diana, Guadalquivir, Segura, Jicar y Ebro).
Asimismo se indicaba que se habia elaborado
una relacién de las actividades potencial-
mente contaminantes, basada en cuatro gran-
des categorias de sustancias peligrosas. Dicha
relacién ponia de manifiesto que las activida-
des industriales que producen las sustancias
peligrosas no provocan contaminacién de las
aguas superficiales. Una contaminacién
minima deriva de los productos fitosanitarios
utilizados en la agricultura, mientras que una
contaminacién significativa resulta de las
actividades industriales que utilizan las sus-
tancias peligrosas en el proceso productivo o
que las generan como subproductos. Las
autoridades espafiolas se referfan a la existen-
cia de un proyecto para el control continuo
de la calidad de las aguas (Proyecto SAICA),
asi como a la futura definicién de los objeti-
vos de calidad en atencién a las caracteristi-
cas de toxicidad, persistencia y bioacumula-
cibn de cada sustancia. Respecto 2 la
contaminacién de las aguas marinas, el
Gobierno espaiiol admitia que las Comuni-
dades Auténomas ain no habian completado
los programas de su competencia.
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10. Por considerar insuficientes las respues-
tas del Gobierno espafiol, la Comisién, en
fecha 17 de noviembre de 1994, emitid, con
arreglo al articulo 169 del Tratado, un dicta-
men motivado en el que afirmé la inexisten-
cia de medidas de ejecucién de la Directiva,
respecto a la no adopcién de los programas
de reduccién de la contaminacién por las
sustancias de la lista IL

A peticién del Estado miembro demandado,
el plazo de dos meses fijado en el dictamen
motivado se prorrogé en dos meses mis
mediante carta de 18 de enero de 1995. El
Gobierno espaiiol no respondié al dictamen
motivado hasta el 8 de septiembre de 1995 y
el 16 de octubre siguiente, mediante escritos
que contenian informacién e informes sobre
la politica de la Administracién central espa-
fiola y de las Comunidades Auténomas en
materia de vertidos de sustancias contami-
nantes en las aguas.

La Comisién, por considerar que tal infor-
macién no demostraba la existencia de pro-
gramas de reduccién de la contaminacién de
las aguas causada por las sustancias de la lista
11, inicié el presente procedimiento.
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Sobre el fondo

11. El recurso de la Comisién parece fun-
dado y merece ser estimado.

Los argumentos del Gobierno espafiol pue-
den reducirse, bisicamente, a dos categorias.

Las dificultades de orden interno

12. En primer lugar, el Estado demandado
afirma, en relacién con la proteceién tanto de
las aguas continentales como de las aguas
marinas, que tuvo que hacer frente a impor-
tantes transformaciones de la propia estruc-
tura administrativa impuestas por e! cambio
de régimen politico tras la promulgacién de
la Constitucién de 1978. Afiade que la adhe-
sién a las Comunidades requirié la adapta-
cién del ordenamiento juridico interno a
numerosas normas comunitarias, asimismo
en sectores, como el medio ambiente, en los
que la reciente Administracién espafiola tenia
poca experiencia y presentaba un grado de
desarrollo inferior al de los demds Estados
miembros. La creacién y puesta en marcha
de las Comunidades Auténomas, a las que el
ordenamiento juridico espaiiol atribuye com-
petencias precisamente en materia de medio
ambiente, representaron adicionales motivos

de dificultad para la inmediata ejecucién de
la Directiva.

13. A este respecto, basta con observar que,
segln reiterada jurisprudencia, un Estado
miembro no puede alegar normas, pricticas o
situaciones de su ordenamiento juridico
interno para eludir el cumplimiento de las
obligaciones que le incumben en virtud del
Derecho comunitario, ? y que no puede atri-
buirse ninguna relevancia al hecho de que el
incumplimiento sea imputable, en todo o en
parte, a autoridades distintas de las autorida-
des centrales del Estado, como una regién
auténoma '° o0 un ayuntamiento. 1!

Por consiguiente, las dificultades administra-
tivas del Estado demandado no justifican el
incumplimiento imputado, por lo que
Espafia deberia haber cumplido las obligacio-
nes derivadas de la Directiva antes del 1 de
enero de 1986.

9 — Véanse, entre otras muchas, las sentencias de 6 de julio de
1995, Comisién/Grecia (C-259/94, Rec. p. I-1947), apartado
5; de 6 de abril de 1995, Comisién/Espaiia (C-147/94, Rec.
p.I-1015), apartado 5, y de 20 de septiembre de 1990,
Comisién/Alemania (C-5/89, Rec. p. 1-3437), apartado 18.
10 — Véase la sentencia de 14 de enero de 1988, Comisién/
Bélgica (asuntos acumulados 227/85 a 230/85, Rec. p. 1),
apartado 9.
11 — Véasc la sentencia de 10 de marzo de 1987, Comisién/Italia
(199/85, Rec. p. 1039).
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La inexistencia de programas de reduccion de
la contaminacion

14. En segundo lugar, el Gobierno espafiol
recuerda su legislacién en materia de protec-
cién de las aguas contra la contaminacién vy,
en particular, sostiene que, aun cuando no
existan (o atin no se hayan aprobado) actos
que formalmente se denominen programas
de reduccién de la contaminacién, los objeti-
vos de la Directiva estin igualmente garanti-
zados por el conjunto de la legislacién
vigente y por las técnicas de control de la
contaminacién que la Administracién espa-
fiola ha puesto en prictica.

15. A este respecto debe observarse, en pri-
mer lugar, que el presente procedimiento
tiene por objeto un incumplimiento clara-
mente especificado en el dictamen motivado
y en el escrito de interposicién del recurso:
se trata de que los programas de reduccién
de la contaminacién provocada por las sus-
tancias de la lista IT anexa a la Directiva no
han sido adoptados ni comunicados, como
prevé su articulo 7. Por consiguiente, es irre-
levante la existencia de una legislacién de
proteccién de las aguas, la cual no se pone en
duda, al igual que no se duda del esfuerzo
desplegado por las autoridades espafiolas,
tanto en el dmbito legislativo como en el
administrativo, para suplir una carencia o
una insuficiencia de su ordenamiento juri-
dico en materia de proteccién del medio
ambiente.
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16. En cuanto a la alegacién del Gobierno
espafiol segiin la cual, aunque no hayan sido
adoptados formalmente los programas, el
objetivo de la Directiva se cumple igual-
mente gracias al conjunto de las normas y
pricticas administrativas existentes, debe
sefalarse que las disposiciones, de diverso
rango y naturaleza, invocadas en su defensa
por el Estado demandado no permiten deter-
minar la existencia de una programacién de
reduccién de la contaminacidn, tal como pre-
tende la Directiva.

La Ley 29/1985, de 2 de agosto, de Aguas,
aprobada poco después de la firma del Tra-
tado de Adhesién, 12 tiene por objeto el esta-
blecimiento de un régimen general del domi-
nio ptblico hidriulico y del uso de las aguas,
en sustitucién de la norma anterior, obsoleta,
que databa de 1879. En este contexto mis
general, la Ley prevé, en su Titulo V, dedi-
cado a la proteccién de la calidad de las aguas
continentales, un régimen de autorizacién
administrativa previa para cada vertido de
sustancias contaminantes en el medio acui-
tico. El Reglamento de desarrollo de dicha
Ley * regula detalladamente el procedi-
miento para la concesién de tales autoriza-
ciones administrativas, cuyo aspecto mis
relevante consiste en la determinacién, por
parte de la autoridad competente, de la
norma de emisién que el vertido concreto
debe respetar. Sin embargo, las condiciones
de la autorizacién deben definirse segin las
previsiones contenidas en los planes de
reduccién de la contaminacién establecidos

12 — La Ley es de 2 de agosto de 1985 (BOE n° 189, de 8 de
agosto), mientras que ¢l Tratado de Adhesién se firm6 el 12
de junio anterior.

13 — Aprobzdo por Real Decreto 849/1986, de 11 de abril (BOE
n° 103, de 30 de abril).
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para cada cuenca hidrogrifica y en el Plan
Hidrolégico Nacional, como contempla
dicha normativa espaiiola. 14

17. El propio Gobierno espaiiol reconoce
que los planes hidrolégicos de cuenca no han
sido aprobados, a pesar de que son determi-
nantes para definir los programas de reduc-
cién de la contaminacién causada por las sus-
tancias de la lista II, las cuales, de hecho, no
debe olvidarse, presentan una peligrosidad
variable en funcién de las caracteristicas de
las aguas receptoras y de su localizacién.

La existencia de estudios relativos a tales
cuencas hidrogrificas, en los que se exponen
las caracteristicas de las actividades contami-
nantes existentes en el territorio y se catalo-
gan las sustancias contaminantes, no equivale
al establecimiento de los programas de
reduccién de la contaminacién. En todo
caso, podrian constituir un material prepara-
torio de la elaboracién del programa que
debe contener objetivos de calidad, plazos
para su ejecucidn y disposiciones particulares
para el uso de determinadas sustancias.

18. A continuacién, resulta totalmente irre-
levante, ratione materiae, la referencia del

14 — Véase, en particular, el Real Decreto 927/1988, de 29 de
julio (BOE n° 209, de 31 de agosto).

Gobierno espafiol a la Orden Ministerial de
12 de noviembre de 1987,15 que, efectiva-
mente, establece objetivos de calidad res-
pecto a determinadas sustancias peligrosas,
pero pertenecientes a la lista I, y no a la lista
II, a la que se refiere el presente procedi-
miento.

19. En relacién con la contaminacién de las
aguas marinas, el Gobierno espafiol invoca la
existencia de la Ley 22/1988, 16 que, al conte-
ner una regulacién general del dominio
publico maritimo, se limita a prever (articu-
los 56 a 62) un régimen de autorizacién pre-
via para los vertidos de sustancias peligrosas
al mar. Sin embargo, corresponde a las
Comunidades Auténomas determinar el
régimen de concesién de las autorizaciones y
las condiciones generales a las que éstas se
subordinan. No se ha aportado la prueba de
que dichas Comunidades Auténomas hayan
elaborado los programas de reduccién de la
contaminacién exigidos por la Directiva. Los
informes redactados por algunas de ellas y
transmitidos a la Comisién en el procedi-
miento administrativo previo al procedi-
miento por infraccién se limitan a reproducir
las obligaciones resultantes de la propia
Directiva, como la futura elaboracién de pro-
gramas especificos de reduccién de la conta-
minacién provocada por las sustancias de la
lista I1, 17 o bien aluden a iniciativas de reco-
gida de datos o a encuestas destinadas a la
elaboracién de una adecuada normativa de
adaptacién del ordenamiento interno a la
Directiva, 1# pero no contienen ninguna pro-
gramacién efectiva para la reduccién de la
contaminacién.

15 — BOE n° 280, de 23 de noviembre.

16 — Ley de 28 de julio de 1988 (BOE n® 181, de 29 de julio).
17 — Véase el informe de la Generalitat Valenciana.

18 — Véase el informe del Gobierno vasco.
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20. Por 1ltimo, respecto al Real Decreto
484/1995, de 7 de abril,?® que establece
medidas de regularizacién de los vertidos ile-
gales, aunque sujetos a autorizacién provisio-
nal, si bien dicho texto representa, como
alega el representante del Estado demandado,
una via para conseguir la reduccién de la
contaminacién, no comnstituye un programa
propiamente dicho en el sentido de la Direc-
tiva, 2°

En efecto, en el sistema de la Directiva, el
«programa» previsto en el articulo 7 repre-
senta un instrumento cuya funcién es definir
las formas de intervencién para reducir la
contaminacién, en un contexto coordinado y
completo, por definicién, que permita un
anilisis comparativo, a efectos de una even-
tual armonizacién, de los diversos regimenes
de proteccién de las aguas en los diversos
Estados miembros.

De ello se deriva que no constituyen progra-
mas ni una pluralidad de actos normativos ni
un régimen de autorizacién previa para el
vertido de sustancias peligrosas, los cuales,
aunque destinados a la proteccién del medio
ambiente acuitico, no consiguen proporcio-
nar un disefio orginico y articulado de las

19 — BOE n° 95, de 21 de abril.

20 — De todas formas, 12 adopcién del mencionado Real Decreto

tzr}ordal l;ﬁnd dclpplazo ﬁ]a;io en el dictamen moti-

o, incluida rérroga. chun a ]unsprudcncu del Tri-

bunal de ]usucxal,: Ia 5 del to debe

determinarse en relacién con dicha fecha, sin que puedan

tenerse en cuenta los cambios posteriores (véase, como mis

reciente, la sentencia de 3 de julio de 1997, Comisién/
Francia, C-60/96, Rec. p. 1-3827, apartado 15).
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medidas que deben aplicarse para conseguir
determinados objetivos cualitativos.

Como el propio Tribunal de Justicia ha
recordado, los programas de reduccién de la
contaminacién deben ser especificos. El obje-
tivo de la reduccién de la contaminacién que,
en su caso, puedan perseguir otras medidas,
como los planes generales de saneamiento,
no corresponde necesariamente al de la
Directiva controvertida. 2!

21. Debe recordarse que la adopcién de los
programas constituye un instrumento que la
propia Directiva considera esencial para la
consecucién de los objetivos de proteccién
del medio ambiente que persigue de manera
principal. Corolario de este cardcter esencial
son la obligacién de prever plazos para la
ejecucién del programa (apartado 5 del arti-
culo 7) y la obligacién de comunicarlo a la
Comisién, para que ésta pueda, ademds de
verificar que el programa se adecua al fin
perseguido por la Directiva, controlar su
armonizacién en los diversos Estados miem-
bros (apartado 7 del articulo 7).

21 — Véase, en relacién con los programas de reduccién de la
contaminacién previstos por la Directiva 78/659/CEE del
Consejo, de 18 de julio de 1978, relativa a la calxdzd de las
aguas continentales que requieren promcctén o mejora para
ser aptas para la vida deql (DO L222, p. 1; EE
15/02, p. 111), y por Ia Dxrecnva 79/923/CF_E del Consej o,
de 30 de octubre de 1979, relativa a la calidad exigida a las

para cria de moluscos (DO L 281, p. 47; EE 15/02,

p. 156), Ia de 12 de dici e de 1996, Comisién/

Alemznu (C-298/95, Rec. p. 1-6747). Recientemente, el cri-

terio se ha aplicado asimismo a la Directiva objeto del pre-

sente procc£mxenm (véase la sentencia de 11 de junio de

1998, Comisién/Grecia, asuntos acumulados C-232/95 y
C-233/95, Rec. p. I-3343, apartado 35).
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De todas estas disposiciones resulta que, aun
cuando el objetivo de reduccién de la conta-
minacién se persiguiera adecuadamente
mediante los instrumentos normativos pre-
vistos en el ordenamiento juridico espaiiol, la
inexistencia de programas que sirvan de base
para conseguir tal reduccién impide a la
Comisién verificar su realizacién armonizada
en los diferentes Estados miembros,
haciendo, asi, peligrar la consecucién de uno
de los objetivos de la Directiva que, como se
ha recordado, es la eliminacién de las dispa-
ridades en las condiciones de competencia,
que pueden influir negativamente en la reali-
zacién del mercado comiin, 22

22. Por lo demis, la exigencia de una parti-
cular exactitud al ejecutar la Directiva fue
subrayada por el propio Tribunal de Justicia
en relacién con Directivas en materia de
medio ambiente, donde la gestién del patri-
monio comun estd confiada, para sus respec-
tivos territorios, a los Estados miembros. 23
Precisamente ocurre asi en relacién con el
objetivo, previsto en la Directiva, de reduc-
cién de la contaminacién provocada por las
sustancias de la lista II, para las que, a dife-
rencia de las sustancias de la lista I, los obje-
tivos de calidad deben ser determinados por
cada Estado miembro. 24

23. Por consiguiente, a la vista de las observaciones precedentes, propongo al Tri-

bunal de Justicia:

«— Declarar que el Reino de Espafia ha incumplido las obligaciones que le incum-
ben en virtud del articulo 189 del Tratado CE y de la Directiva 76/464/CEE
del Consejo, de 4 de mayo de 1976, relativa a la contaminacién causada por
determinadas sustancias peligrosas vertidas en el medio acuitico de la Comu-
nidad, al no adoptar y al no comunicar los programas de reduccién de la
contaminacién respecto a las sustancias de la lista II, como prevé el articulo 7

de dicha Directiva.

— Condenar en costas al Reino de Espafia.»

22 — En estc sentido, véanse, 10, las conclusi del
Abogado General Sr. Tesauro en los asuntos acumulados
C-232/95 y €-233/95, citados en la nota precedente, en los
que también ¢! Gobierno demandado tEscutx’a el funda-
mento del recurso de la Comisién afirmando que disposi-
ciones nacionales de diverso rango y distinta naturaleza
garantizaban que las condiciones se los recursos acuiticos
satisfacfan las exigencias de la Directiva.

23 — Véasc la sentencia de 8 de julio de 1987, Comisién/Italia
(262/85, Rec. p. 3073), apartado 9.

24 — A excepeibn de los casos en que existan Directivas adopta-
das por el Consejo (apartado 3 del articulo 7).
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